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"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (...)". Art. 1 de la Declaración Universal de los DD HH 
"Tots els éssers humans naixen lliures i iguals en dignitat i drets (...)". Art. 1 de la Declaració Universal dels DD HH 

Queja 2301370  

Materia Procedimientos administrativos 

Asunto 
Falta de respuesta ante solicitud 
levantamiento de suspensión de 
procedimiento de responsabilidad 
patrimonial. 

Actuación Resolución de consideraciones a la 
Administración 

 

 

 

 

 

 
RESOLUCIÓN DE CONSIDERACIONES A LA ADMINISTRACIÓN 

 
1 Antecedentes 
 
1.1 En fecha 24/04/2023 la persona promotora del expediente presentó una queja en la que manifestaba su 
reclamación por la demora del Ayuntamiento de La Vall d’Uxó en resolver la solicitud de levantamiento de 
suspensión de un procedimiento de responsabilidad patrimonial. 
 
1.2 Admitida la queja en fecha 27/04/2023, se requirió al Ayuntamiento de La Vall d’Uxó que remitiera al 
Síndic de Greuges un informe, concediéndole al efecto el plazo de un mes, sobre los hechos denunciados y 
sobre las causas que habían impedido el cumplimiento de la solicitud de levantamiento de suspensión del 
procedimiento de responsabilidad patrimonial y de los motivos que han impedido una respuesta expresa y 
motivada a la solicitud presentada. 
 
1.3 Transcurrido ampliamente el plazo establecido no se ha recibido el informe requerido al Ayuntamiento 
de La Vall d’Uxó, ni consta que este haya solicitado la ampliación del plazo para emitirlo, por lo que esta 
institución no ha podido contrastar la demora denunciada por el promotor de la queja. 
 
 
 
 
2 Consideraciones 
 
2.1 Derechos y libertades públicas relacionadas con la presente queja 
 
El presente expediente se inició por la posibilidad de que se hubiera afectado el derecho de la persona 
interesada a obtener en el plazo legalmente establecido una respuesta expresa y motivada a los escritos 
que se presenten ante las administraciones públicas, en el marco del derecho a una buena 
administración (artículos 8 y 9 del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana). 
 
Al respecto es importante recordar que constituye una competencia esencial del Síndic de Greuges velar 
porque la Administración resuelva expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan 
sido formulados, y en este sentido será a partir de la notificación de esta cuando los interesados puedan, 
efectivamente, ejercer su derecho de formular los recursos y ejercer las acciones que estimen pertinentes. 
No está en nuestra intención servir de correo ni de buzón entre dos partes que por ley han de relacionarse 
directamente, y una de ellas obligada por la legislación a actuar bajo normas de transparencia y objetividad. 
 
Tal y como ha expuesto el Tribunal Supremo en su sentencia 1667/2020, de 3 de diciembre, «el principio a 
la buena administración (..), merced a lo establecido en el artículo 41 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, ha adquirido el rango de derecho fundamental en el ámbito de la 
Unión, calificándose por algún sector doctrinal como uno de los derechos fundamentales de nueva 
generación (...)». 
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Este derecho a una buena administración se conforma así como un derecho básico y esencial de la 
ciudadanía valenciana, que se integra, como mínimo, por los derechos de la persona a que las 
administraciones públicas atiendan en un plazo razonable las peticiones que esta les formule, dando una 
respuesta expresa y motivada a las mismas, de manera que el ciudadano pueda conocer en todo momento 
cuál es la posición de la administración concernida respecto de su problema, para, en caso de discrepancia, 
poder ejercer las acciones de defensa de sus derechos que estime más adecuadas. 
 
Las Sentencias del Tribunal Supremo 1421/2020, de 28 de mayo (rec. 5751/2017) y 1309/2020, de 15 
de octubre (rec. 1652/2019) analizan el principio de buena administración y disponen:  
 
“Es sabido que el principio de buena administración está implícito en nuestra Constitución (artículos 9.3, 103 
y 106), ha sido positivizado en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículos 41 y 
42), constituye, según la mejor doctrina, un nuevo paradigma del Derecho del siglo XXI referido a un modo 
de actuación pública que excluye la gestión negligente y no consiste en una pura fórmula vacía de 
contenido, sino que se impone a las Administraciones Públicas, de suerte que el conjunto de derechos que 
de aquel principio derivan (audiencia, resolución en plazo, motivación, tratamiento eficaz y equitativo de los 
asuntos, buena fe) tiene -debe tener- plasmación efectiva y lleva aparejado, por ello, un correlativo elenco 
de deberes plenamente exigible por el ciudadano a los órganos públicos. Entre esos deberes está -y esto 
resulta indiscutible- el de dar respuesta motivada a las solicitudes que los ciudadanos formulen a la 
Administración y a que las consecuencias que se anuden a las actuaciones administrativas - 
especialmente cuando las mismas agraven la situación de los interesados o les imponga cargas, incluso si 
tienen la obligación de soportarlas- sean debidamente explicadas no solo por razones de pura cortesía, sino 
para que el sujeto pueda desplegar las acciones defensivas que el ordenamiento le ofrece.» 
 
La Administración está obligada a responder al ciudadano que acude a ella y ha de ofrecer al ciudadano 
una respuesta directa, rápida, exacta y legal. La obligación administrativa de cumplir escrupulosamente con 
las normas que rigen los procedimientos, cuidando al máximo de todos los trámites que constituyen el 
expediente, dimana directamente del mandato recogido en el artículo 103 de la Constitución, según el cual 
la Administración debe servir con objetividad a los intereses generales y actuar con sometimiento pleno a la 
Ley y al Derecho, sometimiento que se articula mediante la sujeción de la actuación pública al 
procedimiento administrativo establecido por la Ley y según los principios garantizados por la Constitución 
en su artículo 9.3. 
 
Por ello, es indudable que ese ayuntamiento debe dar el correspondiente trámite a los escritos que sean 
presentados por los ciudadanos con celeridad, agilidad y eficacia. 
 
La obligación de contestar persiste, aunque haya vencido el plazo de resolver, y puede llevar a ocasionar 
supuestos de responsabilidad disciplinaria del titular del órgano encargado de resolver. La ausencia de una 
respuesta administrativa a las solicitudes presentadas por el interesado supone un funcionamiento anormal 
de esa Administración municipal que debe ser puesto de manifiesto por esta institución. 
 
En segundo lugar y respecto a lo que constituye el objeto de la falta de respuesta, es importante precisar 
que de conformidad con el artículo 67 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas:  
 

“1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad 
patrimonial, cuando no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar 
prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su 
efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo empezará a 
computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.” 

 
 
Por otra parte, el artículo 91 dispone entre las especialidades de la resolución en los procedimientos en 
materia de responsabilidad patrimonial, la siguiente: 
 

“3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se 
notifique resolución expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que 
la resolución es contraria a la indemnización del particular.” 
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Así mismo cabe recordar el contenido del artículo 37. Responsabilidad penal de la Ley 40/2015 de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que dispone: 
 

1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la 
responsabilidad civil derivada del delito se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación 
correspondiente. 
 
2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas 
no suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se 
instruyan, salvo que la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria 
para la fijación de la responsabilidad patrimonial. 
 

Estas normas son interpretadas en la Sentencia 407/2020 de fecha 14/05/2020 del Tribunal Supremo, 
Sala de lo Contencioso, núm. de recurso Casación: 6365/2018: 
 
“(…) Es doctrina constante de esta Sala al interpretar los arts. 142.5 y 146.2 de la Ley 30/1992, antes y 
después de su modificación por la Ley 4/1999 ( sentencias de 26 de mayo de 1998, 21 de marzo de 2000, 
23 de enero y 6 de febrero de 2001, 16 de mayo de 2002, 29 de enero de 2007, 10 de abril y 12 de junio de 
2008 y 3 de marzo de 2010, dictadas, respectivamente, en los recursos de casación números 7586/1995, 
427/1996, 7725/1996, 5451/1996, 7591/2000, 2780/2003, 5579/2003, 7363/2004 y 268/2008), (i) que la 
iniciación de un proceso penal por unos hechos que pueden ser relevantes para determinar la 
responsabilidad patrimonial de la Administración interrumpe el plazo anual de prescripción para exigirla, y 
(ii) "que esa interrupción deja de operar, iniciándose de nuevo dicho plazo, una vez que la resolución que 
pone fin a aquel proceso se notifica a quienes, personados o no en él, tienen la condición de interesados 
por resultar afectados por ella" ( STS de 7 de junio de 2011, rec. 895/2007, FJ 4). 
 
Ambas conclusiones derivan de la doctrina de la "actio nata" en conjunción con el derecho fundamental a 
la tutela judicial efectiva; la primera impide que nazca el plazo de prescripción mientras no se encuentre 
determinado el daño y, en general, los elementos de orden fáctico y jurídico cuyo conocimiento es necesario 
para el ejercicio de la acción, de forma que la iniciación de un proceso penal dirigido a determinar unos 
hechos de los que puede derivar la responsabilidad patrimonial de la Administración ha de tener un efecto 
interruptivo de la prescripción de la acción tendente a reclamarla; y la conjunción de esta doctrina de la 
"actio nata" con el derecho a la tutela judicial efectiva impone que para alzarse tal interrupción de la 
prescripción la resolución que ponga término al proceso penal se haya notificado a quienes puedan resultar 
afectados por ella, se encuentren o no personados en él, como, además, deriva del art. 270 LOPJ, y 
recuerda una también constante doctrina del Tribunal Constitucional ( SSTC 220/1993, 89/1999, 298/2000, 
136/2002, 93/2004, 125/2004, 12/2005, entre otras). 
Esta doctrina jurisprudencial, tanto del Tribunal Supremo como del Tribunal Constitucional, parte también 
(i)de considerar la personación en el proceso penal como un derecho o facultad y no como una obligación; 
(ii) de la previsión contenida en el art. 270 LOPJ, rectamente interpretado de conformidad con el derecho a 
la tutela judicial efectiva, que obliga a notificar las resoluciones judiciales no sólo a todos los que sean parte 
en el pleito o causa, sino también a quienes se refieran o puedan parar perjuicios; (iii) de tener en cuenta 
que el perjudicado en el proceso penal no puede ejercitar la acción civil para la reparación del daño causado 
hasta tanto hayan terminado las actuaciones penales ( arts. 111 y 114 LECr); (iv) y de que el conocimiento 
de la terminación de las actuaciones penales, de su fecha y de la resolución que le pone término, constituye 
un presupuesto necesario para el ulterior ejercicio de la acción para reclamar la responsabilidad de la 
Administración derivada de los hechos por los que se siguió el proceso penal, con la consiguiente incidencia 
de tal conocimiento, que presupone la notificación, en el derecho a la tutela judicial efectiva, pues la 
ausencia de esta notificación es susceptible de afectar negativamente a la efectividad del citado derecho 
fundamental del perjudicado de acceder al proceso, contencioso administrativo en este caso, para hacer 
valer su pretensión para la reparación del daño sufrido.”(…) 
 
Ante lo expuesto la eficacia interruptiva de un proceso penal sobre los mismos hechos determinantes de la 
responsabilidad administrativa patrimonial debe reconocerse en aplicación de la doctrina sentada por la 
jurisprudencia consistente en que el cómputo de plazo para el ejercicio de la responsabilidad patrimonial no 
puede ejercitarse sino desde el momento en que ello resulta posible por conocerse en sus dimensiones 
fácticas y jurídicas el alcance de los perjuicios producidos, de tal suerte que la pendencia de un proceso 
penal encaminado a la fijación de los hechos o del alcance de la responsabilidad subsidiaria de la 
Administración comporta dicha eficacia interruptiva del plazo de prescripción de un año establecido 
en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre. 
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Ante lo expuesto si sobre el procedimiento penal ha recaído resolución judicial, el propio Ayuntamiento que, 
mediante decreto de la concejalía había suspendido el plazo para dictar resolución en el procedimiento 
administrativo en materia de responsabilidad patrimonial, debe continuar con la tramitación de este de oficio.  
 
Estaríamos ante una paralización del procedimiento de responsabilidad patrimonial no imputable al 
solicitante.  
 
 
Y ante la solicitud del interesado, promotor de la queja, debe dar cumplida respuesta al mismo. En caso 
contrario vulnera el derecho a una buena administración. 
 
  
 
2.2 Conducta de la Administración 
 
El artículo 39.1.a) de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, 
establece lo siguiente: 
 

“Se considerará que existe falta de colaboración con el Síndic de Greuges cuando, en los plazos 
establecidos para ello, se produzcan los siguientes hechos: 
a) No se facilite la información o la documentación solicitada (...)”. 

 
El Ayuntamiento de La Vall d’Uxó todavía no ha remitido a esta institución el informe requerido con fecha, 
27/04/2023 incumpliéndose el plazo legal máximo de un mes (artículo 31.2 de la citada Ley 2/2021). 
 
Si el Ayuntamiento de La Vall d’Uxó se niega a colaborar con el Síndic de Greuges, se hará constar en las 
resoluciones que pongan fin al procedimiento, así como en los informes anuales, especiales y 
extraordinarios que emita el Síndic de Greuges ante Les Corts Valencianes, en cuyo caso se indicará 
también la identidad de las personas responsables. 
 
La persistencia en las actitudes obstaculizadoras que derive en un comportamiento hostil o 
sistemáticamente entorpecedor de las investigaciones llevadas a cabo por el Síndic de Greuges dará lugar 
a un informe especial de carácter monográfico, en el que se identificará a las autoridades y al personal que 
sean responsables de lo sucedido. 
 
 
3 Resolución 
 
A la vista de lo que hemos expuesto y conforme a lo que establece el artículo art. 33 de la Ley 2/2021, de 26 
de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, formulamos las siguientes consideraciones al 
Ayuntamiento de La Vall d’Uxo: 
 
1. RECORDAMOS al Ayuntamiento de La Vall d’Uxó EL DEBER LEGAL de contestar en el plazo 
legalmente establecido, expresa y motivadamente, las solicitudes que los ciudadanos y ciudadanas 
presenten ante esa administración pública, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
2.- RECOMENDAMOS al Ayuntamiento de La Vall d’Uxó que proceda, si no lo hubiera hecho ya, a dar una 
respuesta expresa y motivada a la solicitud del levantamiento del procedimiento de responsabilidad 
patrimonial. 
 
3- RECORDAMOS al Ayuntamiento de La Vall d’Uxó EL DEBER LEGAL de colaborar con el Síndic de 
Greuges, facilitando la información solicitada y contestando a las recomendaciones, sugerencias o 
recordatorios de deberes legales efectuados. 
 
4. ACORDAMOS que el Ayuntamiento de La Vall d’Uxó está obligado a responder por escrito en un plazo 
no superior en un mes desde la recepción del presente acto. Su respuesta tendrá que manifestar, de 
manera inequívoca, su posicionamiento respecto de las recomendaciones o sugerencias contenidas en la 
presente resolución. 
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Así: 
- Si manifiesta su aceptación, tendrá que hacer constar las medidas adoptadas para su cumplimiento. Si el 
plazo para cumplirlas resultara superior, la respuesta tendrá que justificar esta circunstancia e incluir el 
plazo concreto comprometido para lo cual. 
- La no aceptación tendrá que ser motivada 
 
5. ACORDAMOS que se notifique la presente resolución al Ayuntamiento de La Vall d’ Uxo, a la persona 
interesada y que se publique en la página web del Síndic de Greuges 
 
 
 
 

 

Ángel Luna González 
Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
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